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I. La regulación de las obligaciones y contratos en Argentina. Los dos Códigos.

Se considera como autor del Código civil de la República Argentina al abogado, profesor universitario y político Don Dalmacio Vélez Sarsfield, Código que fue aprobado en 1869 (para entrar en vigor en 1 de enero de 1871); por ello se ha conocido como el Código de Vélez. Con las muy numerosas y necesarias e imaginables reformas que ha experimentado a través de todo el período en que ha estado vigente (algunas de singular importancia como la de 1889 o  la más reciente de La Ley n.º 17.711 que fue sancionada el 22 de abril de 1968 y que afectó a doscientos de sus preceptos) éste Código civil de finales del XIX es el Código civil vigente en Argentina, con 4051 artículos y ha coexistido con el Código de comercio (además de con los Códigos Penal y de Minería, Trabajo y Seguridad Social), Código éste,  el comercial, obra igualmente de Dalmacio Vélez (en colaboración con el uruguayo Acevedo), siendo sancionado en 1859. El citado Código de comercio se aprobó para aplicarse en el Estado de Buenos Aires (separado en aquel momento del resto de las provincias) pero ante la ausencia de legislación propia, pronto se extendió a algunas de ellas, mientras que otras se rigieron por los preceptos del Código de comercio español vigente en aquel momento, el Código de 1829 (obra del autor andaluz Pedro Saínz de Andino) Tras la reunificación nacional, sería aprobado como Código de comercio de la Nación Argentina por el Congreso bajo la Ley Nro 15 el 10 de septiembre de 1862 (siendo actualmente la ley vigente más antigua) por lo que  los “actos de comercio” (porque el Código siguió la teoría objetiva imperante en la época), han tenido su propia norma reguladora (reformada sucesivamente y completada con numerosas leyes especiales), separada del Código civil (previa al mismo, como ocurrió igualmente en España) y con una remisión al Código civil en el número I de su Título Preliminar. Dos son o han sido, hasta la actualidad, los Códigos que han estado vigentes en la República argentina, regulándose en ambos –de forma diferenciada
- las obligaciones y los contratos (civiles y mercantiles).
II. Lo innecesario de la doble regulación. 

En lo que se refiere, en concreto, a la doble regulación en materia de obligaciones y contratos, la discusión o discrepancia de opinión está latente o presente desde el mismo momento del nacimiento del movimiento codificador ya que en los primeros Códigos se consagra una concepción dual, surgiendo de este modo, en España, un Código de comercio napoleónico distinto del Código civil
 aunque ya desde el siglo XIX ese proceso generalizador y de objetivación del derecho mercantil, junto a la comercialización del derecho civil, por lo que habría de preguntarse sobre la justificación del tratamiento dual de algunas materias y sobre la propia conveniencia de la unificación
. El legislador español tanto el de 1885 como el de 1829 (en el ámbito mercantil) como el de 1889 (en el civil) optan por la separación de cuerpos legales y por la diferenciación de régimen legal de las obligaciones y contratos civiles y mercantiles. Como tantas veces se ha criticado, aunque sólo sea por el hecho de que la situación económica ha variado profundamente desde la publicación de los Códigos y, como consecuencia no podrán ser igualmente útiles en todo momento
, el panorama legislativo español ofrecerá una teoría general de las obligaciones (en el Código civil), unas características o notas distintivas de las obligaciones mercantiles (que no llegan a ser una teoría diferenciada, por lo que hay que volver al Código civil) y una doble regulación de los principales contratos, definidos en el Código civil, la mayor parte de ellos, con su nota distintiva y diferenciadora en el Código de comercio.
Sin entrar, por ser ajeno a nuestra intención en este momento, en un estudio de las distintas posiciones doctrinales
 sobre la necesidad de la unificación, sobre el modo de llevarla a cabo o sobre su intensidad, lo cual podría traer consigo incluso la propia desaparición del Derecho especial,  lo cierto es que, incluso desde el plano teórico, se ha ido avanzando por el camino de la unificación
 aunque sí ésta llegara a realizarse estamos de acuerdo con que siempre existiría un ámbito que parece reservado al Derecho mercantil, en cuanto que habría que introducir ciertas matizaciones a la regulación individual de los contratos cuando fuesen realizados en masa o en el seno de la actividad profesional de una empresa, sin dejar de indicar que habría contratos que sólo funcionarían entre empresas
. Queremos destacar el trabajo, entre otros, de tres grupos de estudiosos y científicos que, en los últimos años, han venido realizando esfuerzos en Europa, independientemente de otras iniciativas de mayor ámbito
 para acercar las legislaciones de obligaciones y contratos de los diferentes estados miembros de la Unión Europea y de la legislación general o civil y especial o comercial, en materia de contratos. Se trata del Grupo de Pavía, de la Academia de Privatistas Europeos
, el Grupo coordinado por C. von Bar que, en 1999 inició la redacción de un Código civil europeo (unificado) y el Grupo creado para elaborar los principios europeos del derecho de responsabilidad civil. El interés de la unificación, en cualquier caso, desde el punto de vista económico supondría la realización,  más fácil, del mercado interior (que aún hoy se encuentra, precisamente por esas diferencias, en una situación no deseada), una igual protección a todos los consumidores de cada estado miembro y, desde el punto de vista empresarial, la existencia de un Derecho uniforme sería un factor muy favorable para la competitividad de modo singular para las empresas multinacionales
.
III. Algunas experiencias legislativas y pre-legislativas.

En el campo de los esfuerzos doctrinales y de la realidad legislativa
 europea (pues no hay que olvidar que es referente casi único para la codificación del resto del mundo, de modo especial la americana) los escasos referentes de textos vigentes se contraen al Código suizo de las Obligaciones (un único Código que sigue la línea del primer Código Federal de las Obligaciones siguiendo la marcada por el Código del Cantón de Zurich de 1885)
,al Código Holandés (de 1992) y, aunque en otro orden,  al Código civil italiano de 1942 que integra en el mismo normas civiles y mercantiles
. En este mismo sentido deberán citarse los Códigos de Perú de 1984
, de la República del Paraguay de 1987
 que toma como referencia al Códice y el de Cuba de 1988
 en los ordenamientos de América del Sur, entre otros
.
 En España la Comisión General de Codificación (sección de Derecho civil) preparó y publicó una Propuesta de Anteproyecto de Ley de Modernización del Derecho de Obligaciones y Contratos
 que reconoce en la Exposición de Motivos que una de las razones que justifican la propuesta es la masificación y estandarización de la materia contractual que ha traído consigo la figura de las condiciones generales de la contratación, Anteproyecto que supondría, de ser aprobado como ley, o de haber sido aprobado, una modernización ciertamente del Derecho de contratos, pero sin llegar a plantearse la permanente cuestión de la unificación, es más, casi podríamos decir que ahonda en la dicotomía o separación de ambos ordenamientos y concepciones por cuanto, por ejemplo, el texto se inspira
 en que cualquier política de favorecimiento del deudor y del llamado “favor debitoris” no es el mejor de los medios para hacer dinámica una economía
 y no hubiera supuesto una unificación tampoco de todo el Derecho de obligaciones pues, por ejemplo en lo que se refiere al Derecho del Consumo recoge efectivamente la mayor parte de las normas sustanciales reguladoras de esta materia 
 pero no toda la regulación sobre consumidores, que pudiera haber sido otra opción. Los artículos 1088 a 1235 (disposiciones generales, clases de obligaciones, obligaciones mancomunadas y solidarias –reconociendo una especie de presunción de solidaridad en el nuevo 1122 que aplaudimos por lo que supone-, cláusulas penales, cumplimiento de las obligaciones, compensación, incumplimiento, variación de circunstancias del contrato –reconociéndose expresamente la posibilidad de revisión judicial-, cesión de créditos, asunción de deuda, delegación, novación, remisión y confusión) suponen una nueva teoría general de las obligaciones (a la que seguirá remitiéndose el Derecho mercantil cuando no haya norma especial aplicable) y los artículos 1236 a 1313, una nueva visión y consideración del contrato (eje del sistema jurídico privado)  y de su formación habiéndose dado entrada en la regulación jurídica del mismo a las condiciones generales, que llegan al texto desde su Ley específica, a los contratos celebrados fuera del establecimiento mercantil, los contratos a distancia (y la protección de los consumidores), la contratación electrónica, etc. En efecto, como claramente ha puesto de relieve Albiez
 la Propuesta significa una “mercantilización del Derecho de obligaciones y contratos”, que establece, sin embargo, unas reglas para los consumidores; “quizás sea inevitable, señala el autor, que el futuro Libro IV del Código civil no vaya a ser más el código de todos los ciudadanos, sino el código de los 
III. La situación en Argentina.

1. Algunos intentos de unificación.

Por lo que se refiere a Argentina
, independientemente de las necesarias reformas que a lo largo de su ya dilatada existencia ha tenido el Código civil (y el de comercio, por su parte) en sus diferentes materias u objetos de regulación
 la corriente unificadora del Derecho de obligaciones y contratos superando la distinción entre civiles y mercantiles es clásica y ha sido objeto de debate profundo por parte de la doctrina. Permítasenos destacar la opinión de Stigliz
 que decididamente opta por la unificación –posible y conveniente- y de Lorenzetti
 que incluso advierte el cambio en alguno de los órdenes o criterios clasificadores propios del Derecho privado, por esa progresiva unificación que defiende y propone, entre otros autores que se han preocupado de la cuestión
.
En el orden puramente legislativo y refiriéndonos sólo a las iniciativas de reforma integral del Código civil del último tercio del siglo XX inciden en esta idea todas ellas
: el Proyecto de Código único de 1987, fruto del trabajo de una Comisión formada en 1986 en la Cámara de Diputados “para la unificación del derecho civil y comercial”, en la que figuraba como asesor el propio Alterini
, el Proyecto de la Cámara de Diputados de 1993 y el del Poder Ejecutivo Nacional, del mismo año y, como último antecedente, el Proyecto de Código civil de 1998
. Por unas causas u otras, ninguno de estos textos llegó a ser aprobado ni convertirse en ley vigente por lo que la posición unificadora,  prácticamente unánime en todos los ámbitos, ha seguido siendo más un anhelo que una realidad, aunque nunca se ha abandonado la idea de acometer esa reforma que bien pudiera integrarse en una de mayor envergadura aún, cual es la reforma completa del Código civil. 
2. El Proyecto de Código de 2012.

Precisamente esa era la situación cuando mediante Decreto Presidencial 191/2011 se formó una Comisión para la elaboración de un “Proyecto de Ley de Reforma, actualización y unificación de los Códigos civil y comercial de la Nación”, Comisión integrada por el Presidente y la Vicepresidenta de la Corte Suprema de la nación Argentina –Dres. Ricardo Lorenzetti y Elena Highton de Nolasco- y por otra jurista, igualmente Profesora Aida,  Kemelmajer de Carducci, Comisión que ha ofrecido el resultado de su trabajo y esfuerzo
 en un texto articulado (2671 preceptos)
 cuya tramitación será llevada a cabo por una Comisión Bicameral y no seguirá el trámite de sanción “a libro cerrado”, sino con la correspondiente discusión y posibilidad de alteración del texto original
.
Se estructura el nuevo Código en seis libros referidos a Parte General (el Libro I), con inclusión de persona humana, persona jurídica (sin incluir las sociedades que tienen su propia norma reguladora), bienes, hechos y actos jurídicos y transmisión de los derechos; Relaciones de Familia (Libro II), con referencia a matrimonio, su régimen patrimonial, uniones convencionales, parentesco, filiación, adopción, responsabilidad parental y procesos de familia; Derechos Personales (Libro III), que regula las obligaciones y los contratos; Derechos reales (Libro IV); Transmisión de Derechos por causa de muerte (Libro V) y un último libro que contiene disposiciones comunes a los derechos personales y reales
. Finalmente se modifican, en el Proyecto, varias leyes complementarias
, sin que otras, del ámbito comercial, hayan tenido que ser modificadas y que se declaran vigentes en su redacción actual, como la Ley de Seguros
 o la Ley de Quiebras.
A) La unificación en el texto proyectado.

Por lo que se refiere, en concreto, a Libro III, Derechos personales, en su Título I se trata de las obligaciones en general
 y contiene disposiciones generales y otras relativas a  acciones y garantías de los acreedores, clases de obligaciones  (de dar, de hacer y de no hacer; alternativas, facultativas; con cláusula penal; divisibles e indivisibles; de sujeto plural -mancomunadas y solidarias-
, concurrentes, disyuntivas, principales y accesorias), pago (incorporándose el principio de la mora automática del deudor)
y sus formas y otros modos de extinción de las obligaciones, ofreciendo un completa teoría general de las obligaciones en Derecho privado.
El Título II lleva por título Contratos en general
 y en él se distinguen las disposiciones generales para todos los contratos, su clasificación (unilaterales y bilaterales, a título oneroso y a título gratuito, conmutativos y aleatorios, formales –y tendríamos que añadir nosotros  “y no formales”, en el caso de aquellos para los que la ley no impone una forma para su validez-, perfección o conclusión del contrato, con título “Formación del consentimiento” (donde se regula la oferta, la invitación a ofertar y la aceptación)  y en el que se hace alusión detallada a los contratos celebrados por adhesión, a la fase preliminar (tratativas),  los contratos preliminares, incapacidades o inhabilitaciones para contratar, entre otras materias; objeto de los contratos, causa, forma, prueba, efectos (destacando las obligaciones y régimen de responsabilidad); interpretación
, subcontrato, contratos conexos y extinción, modificación y adecuación del contrato
.
En el Título III se ha optado por incluir, como una categoría diferenciada (no como una clase de contratos) los contratos de consumo.(relación de consumo, formación del consentimiento, modalidades especiales de estos contratos (celebrados fuera de los establecimientos mercantiles, a distancia, con medios electrónicos) y cláusulas abusivas, inclinándose los redactores del texto proyectado por incluir estos contratos en el mismo
 pues se ha considerado necesario, a tenor de la opinión de la doctrina, “regular tanto los contratos civiles, como los comerciales y de consumo, distinguiendo el tipo general de contrato de consumo
, éstos con su propio régimen
.
Específicamente es en el título IV el que se recoge y regula los contratos en particular: contrato de compraventa; de permuta; de suministro; de locación
; de leasing; de obra y servicios; de transporte (de personas y de cosas); de mandato; de consignación
; de corretaje; de depósito;  bancarios (y, dentro de ellos, los contratos bancarios con consumidores y usuarios), con distinción del depósito bancario, préstamo y descuento bancario, apertura de crédito, servicio de cajas de seguridad y custodia de títulos; factoraje; contratos celebrados en bolsa o mercado de comercio, cuenta corriente (que no se considera bancario); asociativos; agencia; concesión; franquicia; mutuo; donación; fianza; juego y apuesta; cesión de derechos; cesión de la posición contractual; transacción;  arbitraje y fideicomiso. Contratos civiles y comerciales –porque la diferencia entre unos y otros existe, lógicamente y, de hecho, podremos encontrarnos en la práctica relaciones comerciales o mercantiles y no mercantiles- han merecido una regulación conjunta y unitaria, desapareciendo la doble norma que no era conveniente, ni necesaria, ni útil. Como consecuencia lógica, lo que ha desaparecido es la concepción misma de acto de comercio y la noción de comerciante como sujeto dedicado a una actividad comercial y destinatario, en cierto modo, de unas normas contenidas en una ley especial dictada en razón de especialidad de las personas
 que actuaban en el mercado y un sector o ámbito de la contratación y de los actos
 que se celebraban entre ellas o siendo parte del contrato alguna de ellas. La superación de la dicotomía Derecho civil-Derecho mercantil en materia de obligaciones y contratos (al igual que la de Derecho privado-Derecho público) se han consagrado en este nuevo texto. Desaparece, pues, la legislación especial de los contratos comerciales contenida en el Libro II del Código de comercio
 y el propio Código comercial cuyos libros III y IV, dedicados al derecho de la Navegación y a las Quiebras, respectivamente, ya fueron derogándose en su momento
. Tan sólo resta –pendiente, en su caso, de una nueva regulación- el Libro I en el que se incluye el estatuto jurídico del empresario (con alusión a sus obligaciones contables, a su responsabilidad, sus libros…) y a otras “personas de comercio” como factores, dependientes o corredores
; todos ellos, señala el aún vigente artículo 5 “tienen la calidad de comerciantes, según la ley, están sujetos a la jurisdicción, reglamentos y legislación comercial. Los actos de los comerciantes se presumen siempre actos de comercio, salvo la prueba en contrario.”
Aún hemos de referirnos –y sigue siendo de interés para nuestro comentario- al último Título del Libro III del Proyecto “Otras fuentes de las obligaciones”, entre las que se incluyen la Responsabilidad civil (uniéndose la responsabilidad contractual y la extracontractual y estructurada para cumplir su función resarcitoria clásica pero también una preventiva)
, la gestión de negocios ajenos, el empleo útil, el enriquecimiento sin causa, la declaración unilateral de voluntad y los Títulos-valores que “incorporan una obligación incondicional e irrevocable de una prestación y otorgan a cada titular un derecho autónomo…”
. Los títulos valores son regulados de manera prolija y completa, con carácter general en cada una de sus modalidades y en cuanto títulos, en cuanto soportes o documentos que incorporan una obligación (que será la que provenga del contrato de “cambio” que les da causa).
C). Otras reflexiones sobre el Proyecto.

Como hemos indicado anteriormente, en el momento en que se prepara este comentario sobre el Anteproyecto o Proyecto de Código civil y comercial de la Nación
 se ha iniciado su discusión parlamentaria y en un plazo breve (quizás antes de que concluya el año 2012) pueda ser aprobado e, inmediatamente, entrar en vigor. Baste decir, como reflexión última, que en los aspectos valorativos que lo caracterizan
 destacan las siguientes circunstancias: se trata de un Código con identidad cultural latinoamericana (sin olvidar la influencia de su tradición romana e hispánica y francesa), Código para una sociedad multicultural (con incorporación de opciones de vidas propias de una sociedad pluralista), Código que ha procedido a la constitucionalización del derecho privado (lo que se comprueba en la protección de la persona humana a través de los derechos fundamentales pero también en la protección de los derechos de incidencia colectiva, la tutela de los consumidores, etc.), con grandes novedades en materia de bienes (regulando algunos que han aparecido y que, siendo de la persona, no tienen un valor económico, por ejemplo) y Código de la igualdad, basado en un paradigma no discriminatorio (se regulan los derechos de los ciudadanos sobre la base de una igualdad abstracta, aunque plasmando una ética de los vulnerables y sustituyendo al “hombre” como sujeto del derecho privado, concibiéndolo ahora en término igualitario y sin ninguna discriminación)
 y como Código de los derechos individuales y colectivos. Finalmente, es la intención del nuevo texto, servir como Código para la seguridad jurídica en las transacciones comerciales ya que de lo que persigue es la unificación del derecho civil y comercial y ello ha traído consigo que se adopten decisiones para promover la seguridad jurídica en las transacciones mercantiles que, como antes hemos indicado, con una nueva regulación, que además ha sido condicionada por ese hecho, siguen existiendo en la vida práctica y en la realidad social de espaldas a la cual no es posible legislar
. Nuestro comentario general, con el mayor respeto y prudencia y, sin perjuicio de esperar a la publicación del texto y que se convierta en norma vigente, es altamente positivo en lo que se refiere a la unificación y creemos que, desde este momento, puede servir de referencia para la labor legislativa de otros ordenamientos y, al contrario de lo que ocurrió en el siglo XIX –pero eso también es un efecto de la globalización o de un mundo globalizado- también quizás, para el legislador español.
IV. Consideración final.

1. Una iniciativa nueva y novedosa en España.

A propósito de esta reforma que hemos comentado, quizás quepa al menos, dar noticia, de la que el Ministro de Justifica español facilitó, recientemente, en el sentido de que en breve será presentado un anteproyecto de Código mercantil en España, cuyo texto “será flexible en su sistematización” y enumerará de forma independiente los títulos, libros y capítulos, con más de mil seiscientos artículos divididos en sus correspondientes siete libros más el título preliminar. Será un Código que vendrá a regular el empresario y la empresa, las sociedades mercantiles, el derecho de la competencia y de la propiedad industrial, las obligaciones y los contratos mercantiles, los valores e instrumentos de crédito y pago y la prescripción y caducidad, cuyo objetivo es convertirse en “una obra fundamental para asegurar la unidad de mercado en las relaciones jurídico-privadas de los empresarios y restantes operadores económicos”
. De ser así, el camino que seguirá el derecho de contratos, entre nosotros, no será el de la unificación legislativa, aunque habrá que esperar, de cualquier modo, el desarrollo de los acontecimientos. Ya hemos mencionado la existencia, tras un período dilatado de trabajo profundo de una Propuesta de anteproyecto de ley de modernización del Derecho de obligaciones y contratos en España
 e incluso se ha venido trabajando por parte de la Comisión General de Codificación en la elaboración de un Código de Sociedades, como se señala en la Exposición de Motivos de la Ley de Sociedades de Capital, donde ya se anunciaba expresamente, como posibilidad, la aparición de un de un nuevo Código mercantil, por lo que se incidía en el carácter provisional de la norma
.
La doble regulación de las obligaciones y de los contratos continúa siendo la realidad actual en la legislación española y la mayor parte de las figuras contractuales que se contienen –y regulan- en el Código civil, tienen su reflejo en su correspondiente especial en el Código de comercio, aunque en algunos casos, como ocurre con el contrato de seguro
 se ha llevado a cabo, con carácter de excepción, una cierta unificación que también encuentra su ejemplo en la Ley 34/2002 de 11 de julio
 que ha resuelto la debatida cuestión del momento de perfección de un contrato celebrado entre ausentes, que era diferente según se trata de un contrato civil o mercantil
 . En muchas ocasiones, nuevas figuras de contratos, se han regulado en una ley especial y, como sabemos y hemos indicado, los contratos de consumo también tienen su propia ley, sin haberse incorporado a ninguno de ambos Códigos. La dualidad legislativa, aún criticada se convierte en duplicidad científica pues ni siquiera en la mayor parte de los nuevos Planes de estudio en las Universidades españolas he tenido lugar, lo que no hubiera sido quizás inadecuado, la unificación de la materia siquiera fuese para su estudio
.
2. El futuro del (Proyecto de) Código civil y comercial de Argentina.

Fracasados otros intentos no ocurrirá, seguramente, lo mismo con el Proyecto de 2012. Ya hemos indicado que su tramitación no será a libro cerrado, como lo fue el que viene a derogar –lo que haría su aprobación muy fácil y rápida
- sino que se va a seguir un trámite que nos parece más adecuado para una norma de esta envergadura, en un momento histórico que no exige un trámite excepcional
 pero la intención es que pueda ser aprobado antes de que concluya el año 2012 por parte de las Cámaras. Así se ha manifestado tanto el Ejecutivo
 como los legisladores que se encuentran muy satisfechos con el texto –y, como es obvio, sobre todo con su contenido- que ha empezado a discutirse en trámite parlamentario
. El anteproyecto, efectivamente, como ha puesto de relieve el Presidente de la Comisión de Reformas
 redactora del mismo, “no es el proyecto de un jurista, ni siquiera de tres; es un proyecto de una generación de juristas que ha trabajado en él desde hace treinta años”
; las modificaciones del Poder Ejecutivo, aunque de gran calado e importancia alguna de ellas, no son demasiadas
 y la propia composición de la mayoría en las Cámaras
, auguran que el entusiasmo que ha rodeado estos primeros momentos al hacerse público el nuevo texto, no cese y la aprobación sea una realidad en breve. Será, de este modo, el nuevo Código civil y comercial de Argentina, un ejemplo a tener en cuenta en el proceso de unificación de otros ordenamientos y, desde luego como antes hemos manifestado, un referente de una legislación moderna ya que ha seguido las orientaciones y las sugerencias de los precedentes legislativos y de la doctrina argentina (en lo que se refiere, en este caso, al Derecho de la contratación). Aún es pronto para un comentario más detenido y profundo, por lo que habrá que esperar a que la aprobación (o sanción) y entrada en vigor sea una realidad y pueda valorarse, de una manera real, su contenido y soluciones definitivas a los problemas que se tenían planteados con la antigua regulación.
Bástenos confiar en la opinión de Lorenzetti
 que entiende que “en tanto se trata de la unificación del Derecho civil y comercial, también se han adoptado decisiones para promover la seguridad jurídica en la actividad económica” en numerosos campos, entre los que cabe citar, las que afectan a la persona jurídica, al régimen de las obligaciones entre ellas la protección del crédito a través de la mora automática- , la parte general del contrato y los contratos especiales, de carácter comercial (regulándose los contratos de distribución, los bancarios, financieros, el régimen contable de los comerciantes, entre otros. Una vez aprobado será un Código “para cien años”, ha manifestado. De este modo, quedarán derogados tanto el Código civil como el Código de comercio vigentes hasta la fecha,
 Códigos centenarios y tributarios, a pesar de sus modificaciones a lo largo de sus muchos años de vigencia,  de la legislación (en última instancia francesa) decimonónica. A partir del nuevo Código, la ley aplicable en materia de obligaciones y contratos
 -incluidos, claro está, los contratos comerciales o mercantiles- será este Código civil y comercial de la Nación. 
Quizás el siglo XXI sea, como lo fue el XIX, un nuevo siglo de la codificación , en el que prevalecerá, sobre las ideas directrices de aquellos antiguos Códigos, como ocurría con el primer Código de comercio español de 1829 -"dar al comercio un sistema de legislación uniforme, completo y fundado sobre los principios inalterables de la justicia y las reglas seguras de la conveniencia del mismo comercio"- y que fuese el mismo para toda la Monarquía, como reclamaba el artículo 258 de la Constitución de Cádiz de 1812; otros con muy diferentes planteamientos mucho más amplios y propios de otra época,  como pueden ser –y en este caso concreto así se pretende- el lograr un Código con identidad cultural latinoamericana, en el que se constitucionalice el Derecho privado, desterrando la idea de tajante separación entre el derecho público y el privado y estableciendo  una comunidad de principios entre ambos y  la propia  Constitución. Ahora corresponde la tarea al legislador parlamentario, debiendo destacarse como comentario final y como homenaje a todos y a cada uno de ellos, la gran labor de los auténticos legisladores, autores de anteproyectos y proyectos (nos referimos ahora, de modo singular a quienes han colaborado y coordinado la elaboración de este texto y a los de todos los tiempos) tanto en el Derecho argentino como en el español
, con el recuerdo, en el caso concreto, a Vélez Sarsfield –autor del Código civil argentino y coautor del comercial que han venido rigiendo a lo largo de más de un siglo- que entendía que “un Código nunca es la última palabra de la perfección legislativa ni el término de un  progreso”.
RESUMEN

El presente trabajo está constituido por una nueva reflexión sobre la unificación del Derecho de Obligaciones y Contratos, con motivo de la presentación –y del inicio de su discusión parlamentaria- en Argentina de un Proyecto de Código civil y comercial, que unifica el Derecho contractual en aquel país. Se hace referencia a  las soluciones ofrecidas por el legislador, con una valoración crítica de las mismas –que merecen una opinión positiva-  y se relacionan con la situación en el ámbito internacional y comparado y, en concreto, en el Derecho español.

Palabras clave: Derecho civil, Derecho mercantil, Contratos, Unificación, Códigos.

ABSTRACT

This work consists of a new reflection on the unification of the law of obligations and contracts in order to be presented discussed in the parliamentary debate in Argentina in a draft of a civil and commercial code that unifies the contract law in that country. Reference is made to the solutions offered by the legislator, with a critical assessment of the same-they deserve a positive opinion -and to be related to the situation in the international environment and compared, in particular, to the Spanish law.

Key Words: Civil law, commercial law, contracts, unification, codes

� Aunque en el Código de comercio se hiciera una remisión expresa, en materia de contratos, al Código civil, en lo que se no estuviese expresamente regulado en el mismo.


� Lo que significará, en opinión de M. OLIVENCIA, “El Derecho mercantil de la Codificación, Derecho mercantil, I, Madrid 2011, p. 14, “la consagración de un Derecho mercantil especial frente al derecho privado común”.





� Vid. J. GARRIGUES, “Qué es y qué debe ser el Derecho mercantil”, Temas de Derecho vivo, Madrid 1978, pp. 52 y ss.


� El Código de comercio francés de 1807 recogía la regulación del Derecho privado, pero había, en ese momento -es cita clásica de ASCARELLI-  nítida división entre el Derecho civil que era considerado el continente legal propio de la Economía agrícola, y el Derecho mercantil al que correspondía regular el comercio y la industria. La situación hoy es ciertamente distinta.


� Ya en 1892 proponía VIVANTE, considerado como uno de los pioneros de la doctrina de unificación en el Derecho continental, la unificación del Derecho de obligaciones en un solo cuerpo legal (Vid. VIVANTE, La unidad del Derecho privado en materia de obligaciones, Madrid 1925; cfr., en un sentido diferente a su propuesta inicial, “La autonomía del Diritto ccommerciale e i proyectii di riforma”, RDCom., 1925, I, pp. 572 y ss.)


� G. JIMENEZ SANCHEZ, “Aproximación al tema de Derecho mercantil”, Estudios Uría, Madrid 1978, p. 339.


� Así lo ponen de relieve G. OROZCO PARDO y J.L. PEREZ-SERRABONA GONZÁLEZ, “Sobre la unificación del Derecho Privado en materia de obligaciones y contratos; a propósito de la Ley Concursal”, Estudios de Derecho Concursal en homenaje a Don MANUEL OLIVENCIA, Madrid 2004, pp.375 y ss. Los autores analizan la unificación del Derecho de obligaciones y contratos en España a través de normas sectoriales, como la Ley de Contrato de Seguro (que deroga la normativa sobre este contrato tanto la contenida en el Código civil como la contenida en el Código de comercio), la Ley de Condiciones Generales de la Contratación (que regula de materia unitaria este tipo de contratos en los que el contenido está predispuesto por una de las partes) o la Ley de la Sociedad de los Servicios de la Información y del Comercio Electrónico (que dota de un contenido idéntico a los artículos 1262 del Código civil y 54 del Código de comercio, en lo que se refiere a la perfección del contrato celebrado entre ausentes) y, de modo detallado, la Ley 22/2003, Ley Concursal que opta por el principio de unidad legal de la disciplina y del sistema. Recogiendo en su trabajo la opinión de POLO (Vid. E. POLO SANCHEZ, “La protección del consumidor en el Derecho Privado”, Estudios POLO, p. 811) que considera que  la protección de los consumidores pudiera ser el inicio de un nuevo sistema de ordenación del Derecho y la de PEREZ DE LA CRUZ (Vid. A. PEREZ DE CRUZ, Régimen jurídico de la defensa del consumidor, Granada 1987, p. 17,) que propugna o advierte sobre la posible promulgación de un Código de uso y consumo regulador de los contratos con consumidores y usuarios, consideran abiertamente el Derecho del Consumo como disciplina unificadora. Como consideración final y hasta tanto pudiera haber un cuerpo legislativo único,  puntualizan: “No se trata,…, de “sustituir” al Código civil o al de Comercio, sino de una relectura y aplicación de las normas civiles y mercantiles desde unos principios y conforme a unos valores socialmente compartidos…”, pp. 396 y s.


� “El fenómeno de la unificación de las regulaciones correspondientes a los contratos civiles y a los contratos comerciales tiene particular vigencia en el Derecho de la Unión Europea, con varias importantes expresiones del propósito de obtener una lingua franca común en materia de contratos; es de recordar que, ya a principios de 1888, Cesare Vivante presentó en Parma su trabajo Per un codice unico delle obligazioni, y que el Proyecto franco-italiano de 1927 fue un importante intento tendiente a los mismos fines. En los proyectos actuales, a los que nos referiremos enseguida, se lleva adelante la idea unificadora. El profesor de Oxford y de Londres Harvey McGregor recibió en 1966 el encargo de la Law Commission británica de preparar un proyecto de Código de Contratos. Lo concluyó en 1971, y fue publicado tardíamente (Contract code: drawn up on behalf of the English Law Commission, Londres, 1994; en traducción española de de la Cuesta Sáenz, J. M. y Vattier Fuenzalida, C., Contract Code. Proyecto redactado por encargo de la Law Commision inglesa, Barcelona, 1996). Según expresa su autor en el Prólogo, contiene una "recopilación desde la óptica del Common Law", esto es, se trata de una compilación o consolidación del Derecho que rige en Gran Bretaña, basado fundamentalmente en la jurisprudencia, que pretende aproximar sus soluciones a las del Derecho continental. UNIDROIT (Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado), Organización no Gubernamental con sede en Roma, dio a conocer en 1994 los Principios sobre los Contratos de Comercio Internacional, que fueron elaborados por un Grupo de trabajo que integraron profesores, magistrados y funcionarios de alto rango, pertenecientes a todos los principales sistemas jurídicos del mundo. Su Introducción expresa que "el objetivo de los Principios de UNIDROIT es establecer un conjunto equilibrado de reglas destinadas a ser utilizadas en todo el mundo, independientemente de las específicas condiciones económicas y políticas de los países en que vengan aplicados". Del Preámbulo resulta que los Principios se propusieron establecer "reglas generales aplicables a los contratos mercantiles internacionales" y actuar como "principios generales del Derecho" o como "Lex Mercatoria", así como "servir de modelo para la legislación a nivel nacional o internacional" o para ser utilizados por los particulares en los "contratos estrictamente internos o nacionales"; sólo se ha pretendido "excluir del ámbito de los Principios las llamadas ‘operaciones de consumo’". Es de destacar que también tomamos en cuenta la Convención de UNIDROIT sobre leasing, entre muchos otros proyectos internacionales; y que las XVI Jornadas Nacionales de Derecho Civil (Buenos Aires, 1997) consideraron que "en los contratos internacionales resultan aplicables, como criterios de interpretación, los Principios de UNIDROIT sobre contratación internacional". 


Aunque los ejemplos de la labor académica y de organismos internacionales es muy abundante, hemos querido dejar constancia de algunos trabajos o algunos frutos de esa tarea en la materia que comentamos, recogiendo –aunque podría haberse seguido otro criterio o destacado otras iniciativas- las que se contenían en el texto que presentó, en su momento, un Proyecto de Código civil y comercial unificado en Argentina, en 1998, por considerar que las mismas, junto a otras que igualmente allí se recogen, han debido ser las que más influyeran o, al menos, fuesen tenidas en cuenta en la elaboración de aquel Proyecto, precedente del que comentamos.


� Que en 2001 ha publicado el European Contract Code, a Preliminary Draft.


� Vid. C. LARROUMET, “La unificación del Derecho de las obligaciones en Europa”, R.D.Privado, nueva época, año V, 13-14, enero-abril 2006, pp. 69-80, donde presenta un muy completo estado de la cuestión de forma crítica, sin concluir que sea por completo necesario llevar a cabo esa unificación, que encuentra muchas dificultades. Sobre esta misma cuestión vid., S. SANCHEZ LORENZO, “¿Hacia un Código civil europeo?”,  La cooperación judicial en materia civil y la unificación del derecho Privado en Europa, Madrid 2003, pp. 381 y ss.


� Sin entrar ahora en la labor de aproximación, de armonización e intentos de unificación de Derechos de contenido anglosajón y de Derecho europeo (de contratos), de unificación europea y de la propia legislación común y especial de la UNCITRAL, los resultados de la Convención de Viena o el UNIDROIT, ni en la labor, en este caso, sí realmente legislativa de la Unión Europea con la aprobación de un número importante de Directivas (significativamente abundante en materia de consumidores y usuarios). Del Congreso Internacional de Culturas y Sistemas Jurídicos Comparados, celebrado en México en 2005 (al que tuvimos el honor de asistir como participante)  existe una publicación Derecho Privado, Memoria del Congreso (Coord. ADAME GODDARD), UNAM, 2005, que incluye trabajos que inciden sobre esta materia entre los que queremos destacar: R. LORENZETTI, “Concepciones sobre el modelo de contrato”, pp.225-255; E.A. QUINTANA ADRIANO,. “Régimen jurídico  de los contratos atípicos en el orden jurídico internacional”, pp.267-276; y G GANDOLFI,  “Per l´unificazione del diritto in Europa: “Il Codice Europeo dei Contratti”, pp. 357-366; principalmente p. 366, donde se pregunta por el futuro de este futuro Código europeo de contratos, de clara influencia personal de su redactor único Jean Carbonnier. En este mismo sentido vid. J.L. PEREZ-SERRABONA GONZÁLEZ, “Contratos atípicos en el ámbito mercantil español y europeo”, ibídem, pp.277-319, donde expresa sus dudas sobre la viabilidad de este Código, por numerosas razones, aunque su misma existencia supusiese, en efecto, un avance en la unificación, proponiendo otros medios para lograrla. Cfr. pp. 315 y s.


 Específicamente la Mesa V del Congreso y el capítulo correspondiente de la obra citada lleva por título “Procesos de unificación y armonización del Derecho Privado” con trabajos de A. BERROCAL LANZAROT., “La unificación del Derecho privado en Europa”, pp.535-586; E. BOSCH CAPDEVILA, “Un supuesto de codificación de derechos civiles regionales: El Código civil de Cataluña”, pp. 587-613; K. FACH GÓMEZ, “La creciente dimensión comunitaria del Derecho Internacional Privado en Europa”,  pp. 615-619, E. RICHARD, “Relaciones de organización. Economía del derecho y armonización del derecho Privado”, pp. 621-634; J.A. SÁNCHEZ CORDERO,  “El proceso actual de armonización y uniformidad legislativa”, pp. 635-663;  S.  SCHIPANI, “Armonización y unificación del Derecho: Derecho común en materia de obligaciones y contratos en América Latina” (trad. de M. CRUZ MARTINEZ) pp.665-695. 


� El �HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/C%C3%B3digo_Civil_de_Suiza" \o "Código Civil de Suiza"�Zivilgesetzbuch� fue promulgado en 1907.


� El Libro Cuarto  está dedicado a la regulación de las obligaciones (Arts. 1173-2059) y  el Quinto (Del Lavoro)  regula la empresa en general, las sociedades, la competencia junto a otras materias (Arts. 2060-2642). Vid. J. DUQUE, “Motivos, problemas y sistemas de unificación del Derecho Privado en el Codice civile italiano de 1942”, Estudios Jurídicos en homenaje a A. MENÉNDEZ, Tomo I, Madrid 1996.


� Cfr. C. TORRES Y TORRES LARA, “La codificación comercial en el Perú. De un Código formal a un Código real”, biblio.jurídicas.unam.mx/libros/2/640/31; y J. VALLE TEJADA, “Unificación de las obligaciones y la contratación mercantil”, Revista Peruana de Derecho de la Empresa, tomo IV, nº 39 (aunque su mayor referencia es al Derecho internacional y no al peruano).


� Ley 1183/85 que unifica la regulación de las obligaciones y contratos. Vid. La Ley 1034/83 Ley del Comerciante; Cfr. B. RIOS AVALOS, “Capítulo 2 (2.3. La unificación en el Paraguay)”, Derecho mercantil, Asunción 2009, p.27 y ss.


� Ley nº 59/1987 de 16 de junio. Cfr. A. ACEDO PENCO-L PEÑA GALLARDO,  Código civil de la República de Cuba. Anotado y concordado con los ordenamientos cubano y español, Madrid, 2005.


� Que interesan menos para nuestro comentario pero que pueden indicarse entre los ordenamientos que han incorporado la tarea unificadora en sus normas: Vietnan (1995), Federación Rusa (1994), China (Taiwán) y Tailandia, con Códigos únicos en materia civil y comercial (de contratos). El Código civil de Québec de 1992 incorpora las reglas de Derecho del consumo. En el sistema anglosajón la unificación rige desde el siglo XVIII, con dos características particulares: las reglas comerciales predominan por sobre las civiles, y subsisten normas especiales para ciertas figuras mercantiles.





� Propuesta de Modernización del Código Civil en materia de Obligaciones y Contratos, Boletín de Información del Ministerio de Justicia, Año LXIII, enero 2009, Madrid (70 pp.).


� Y así lo recoge la Exposición de Motivos en su número VIII siguiendo a Ihering.


� Quedando vigente, en el ámbito mercantil, el art. 59 de nuestro Código de comercio: Si se originaren dudas que no puedan ser resueltas con arreglo a lo establecido en el artículo 2 de este Código, se resolverá la cuestión a favor del deudor”, esto es, la consagración del “favor debitoris”, principio propio –y estimamos que adecuado y, más aún en las circunstancias actuales- en la contratación (al menos, en la contratación mercantil).


� De modo similar a como lo hace el derecho alemán tras la reforma de 2002 del BGB.


�  K.J. ALBIEZ DOHRMANN, “La necesaria influencia del Derecho privado europeo en la propuesta”, Derecho privado europeo y modernización del Derecho contractual en España (ALBIEZ DOHRMANN -Dir.-; PALAZÓN GARRIDO y MÉNDEZ SERRANO–coords.-), Barcelona 2011, p. 19.


� Objeto principal de nuestro comentario.


20 La necesidad de reformar el Código se sintió pronto y rápidamente se dictaron normas que lo completaban, sustituían alguna de sus materias o lo reformaban simplemente. Cfr. la reflexión que hace el gran jurista ALTERINI (A. ALTERINI, Presentación de Código civil sistematizado, Buenos Aires 2009, pp. VII-XIX); además de incluir una completa relación de modificaciones experimentadas por el Código civil argentino se ofrece al lector una serie de consideraciones magistrales sobre la obra presentada en particular y sobre el Código civil comentado y el Derecho en general. Este Código Civil Sistematizado constituye una obligada referencia cuando se quiera conocer el Derecho argentino y supone un estudio completo y definitivo de todo el Derecho civil (casi nos atreveríamos a decir del Derecho privado) por cuanto como señala el propio autor con sabias palabras: “el sistema global del derecho civil incluye, sin dudas, al Código Civil. Pero de ninguna manera tiene sus confines en el Código civil”.


� R. STIGLIZ,  Contratos civiles y comerciales. Parte general, I., Buenos Aires 2010 (1ª edición 1998), pp. 9 ss. 


� R. LORENZETTI,  Tratado de los Contratos, Buenos Aires 2004 y  “Concepciones sobre el modelo de contrato”, Derecho Privado. Memoria…, cit. pp.225-256, particularmente pp. 247 y s.


� Como el citado ALTERINI, PERROT, MOSSET ITURRASPE, BELLUSCIO y ZANNONI, SPOTA Y GHERSI, citados por LORENZETTI, op.ult.cit., p. 248, nota 51. Igualmente destaca la propuesta de Lisandro Segovia en 1889.


�. Con anterioridad, los juristas argentinos se habían manifestado de forma resuelta sobre la necesidad de la unificación. 1926 la II Conferencia Nacional de Abogados nombró una Comisión con el encargo de trabajar en la simplificación y unificación de normas del Derecho de obligaciones. El I Congreso Nacional de Derecho Comercial (Buenos Aires 1940), aprobó una moción de sanción de un código único de las obligaciones, civiles y comerciales. La VI Conferencia Nacional de Abogados (La Plata, 1959), concluyó: "1º Que es conveniente la sanción de un Código único de Derecho privado; 2º Que para el logro de esa finalidad, como etapa inmediata, procede sancionar un Código único de obligaciones y contratos; 3º Que como un jalón ulterior debe llegarse a la unificación del Derecho privado de los Estados latinoamericanos". El III Congreso Nacional de Derecho Civil (Córdoba, 1961) recomendó también "que se unifique el régimen de las obligaciones civiles y comerciales elaborando un cuerpo único de reglas sobre obligaciones y contratos como libro del Código Civil". En el mismo sentido hubo declaraciones en sucesivas reuniones:  Congreso Nacional de Derecho Comercial (Rosario, 1969), en la Mesa Redonda sobre unificación de los Derechos civil y comercial (Universidad de Belgrano, 1979), en el III Congreso de Derecho Societario (Salta, 1982), en la Conferencia Nacional de Abogados y Facultades de Derecho (Rosario, 1982), en las IX Jornadas Nacionales de Derecho Civil (Mar del Plata, 1983), en el Congreso Argentino de Derecho Comercial (Buenos Aires, 1984), en la Mesa Redonda sobre Unificación de las obligaciones civiles y comerciales (Instituto Argentino de Derecho Comercial y Colegio de Escribanos de la Capital Federal, 1986), en las Jornadas Nacionales sobre Unificación de las Obligaciones Civiles y Comerciales (Buenos Aires, 1986) y en las VI Jornadas Bonaerenses de Derecho Civil y Comercial (Junín, 1994). Las XVI Jornadas Nacionales de Derecho Civil (Buenos Aires, 1997), consideraron, por su parte, que "no existen diferencias sustanciales entre contratos civiles y comerciales





� Junto al Profesor ATILIO ALTERINI, formaron esta comisión asesora: J. ALTERINI, ARAYA, DE LA VEGA, LE PERA, PIAGGI y FARGOSI. 





� En el texto de presentación del Proyecto (Fundamentos) se señalaba: “En la región, Augusto Teixeira de Freitas propició la unificación al aludir a "esa calamitosa duplicación de leyes civiles" y a la inexistencia de "razón alguna que exija un Código de Comercio". En la doctrina argentina ya lo hizo Lisandro Segovia en 1889. La vigencia del Código de Comercio de 1862 -resultante de la adopción del Código de Comercio de la Provincia de Buenos Aires de 1859- importó un principio de unificación de las ramas civil y comercial, por cuanto, ante la falta de un Código Civil, intercaló treinta capítulos con trescientos sesenta y cinco artículos que traían disposiciones propias del Derecho civil. En la nota de presentación de ese Código sus redactores, Dalmacio Vélez Sársfield y Eduardo Acevedo, expresaron: "No podíamos hablar, por ejemplo, de consignaciones, sino suponiendo completa la legislación civil sobre el mandato; era inútil caracterizar muchas de las obligaciones mercantiles como solidarias, si no existían las leyes que determinaran el alcance y las consecuencias de ese género de obligaciones". Ya desde ahora puede destacarse que este Proyecto de Código unificado ha influido de una manera decisiva en el que comentamos en este trabajo, de 2012.Puede obtenerse, íntegramente, entre otros en: www.usal.es/~derepriv/refccarg/proyecto/.  


Sobre este Proyecto, cfr., en la doctrina española: G.J. JIMENEZ SANCHEZ,  “La unificación argentina del derecho de las obligaciones”, RDC, núm. 119-120, 1987, pp. 773 y ss. y BELTRÁN, “La unificación del Derecho privado en la República Argentina”, ADC, 1988, pp. 517 y ss.; vid. También, D. PIZARRO y C. VALLESPINOS, Instituciones de Derecho privado-Obligaciones, I, Buenos Aires 1999. Este Proyecto es puesto como ejemplo de unificación como el suizo o el italiano por G. OROZCO PARDO, y J.L. PÉREZ-SERRABONA GONZÁLEZ, J., “Sobre la unificación…”, cit., p. 378.


� Entregado por el Presidente de la Comisión –y Presidente de la Corte Suprema- a la Presidencia de la República, con fecha 27 de marzo de 2012 el Proyecto fue recibido en la Cámara de Senadores de la Nación y se inicia su discusión en el mes de agosto.


� Vid. Código civil y comercial de la Nación, editado por La Ley, Junio 2012, con Presentación de Ricardo L. LORENZETTI, el texto íntegro del Proyecto, los Fundamentos y la Legislación complementaria. Se completa la obra, con 654 páginas, con un muy adecuado índice analítico y con la relación de Profesores que han colaborado en el proceso. El texto proyectado ha reducido sensiblemente el número de preceptos (frente a los más de 4000 del vigente Código civil y más de 500 del Código de comercio).


� El actual Código civil se aprobó por ese procedimiento, en el que no hay discusión parlamentaria ni posibilidad de enmiendas, sino que simplemente se vota el texto propuesto, en su integridad. Las manifestaciones de la Presidencia de la Nación en este sentido –en declaraciones de carácter general-auguran la utilización del trámite ordinario y la previsión de que, antes de finalizar el año 2012, podría estar aprobado el nuevo texto. Presentado el texto el Poder Ejecutivo (PEN) ha hecho, según el procedimiento establecido, algunas modificaciones antes de, en uso de su iniciativa legislativa, proponerlo al Senado. Algunas modificaciones al Anteproyecto de la Comisión se refieren a los “Derechos individuales y de incidencia colectiva”, suprimiéndose la posibilidad de ejercitar los individuales mediante una acción colectiva si existe una pluralidad de afectados individuales pero con daños comunes; al “derecho al acceso al agua potable” que, previsto, sin embargo se elimina; obligaciones de dar dinero; sanciones conminatorias; responsabilidad objetiva (en el leasing);daños a los derechos de incidencia colectiva; responsabilidad del Estado que no será finalmente  objetiva por los daños causados por el ejercicio irregular de sus funciones, como lo recoge el Anteproyecto; arbitraje; participaciones recíprocas y responsabilidad de los administradores y otras cuestiones societarias  (en la Ley nº 19.550,T.O., 1984, que se declara vigente). Cfr. Código civil y comercial… cit., pp.419-436.  


� Para mayor información sobre el Código proyectado vid. www.nuevocodigocivil.com.


� Ley nº 17801, Ley 1950, T.O. 1984 que pasaría a denominarse Ley General de Sociedades y Ley nº 24240 (modificada por la Ley 26.361.


� Vid. Entre la muy abundante bibliografía sobre la materia del autor, R. STIGLIZ,  Derecho de Seguros, 2008, 4 tomos (el 4º en coautoría con G. STIGLIZ), Buenos Aires 2008. Constituye la necesaria obra de referencia en la materia, junto a otras muchas del prestigioso y admirado jurista argentino.


� Arts. 724-956.


� El proyectado artículo 828 no presume la solidaridad, como se ha venido exigiendo con carácter general (referida, desde luego, al ámbito mercantil) al señalar, de modo similar a cómo hacen la mayoría de las legislaciones civiles: “Fuentes. La solidaridad no se presume y debe surgir inequívocamente de la ley o del título constitutivo de la obligación”.


� Artículo 886. “Mora del deudor. Principio. Mora automática. La mora del deudor se produce por el solo transcurso del tiempo fijado para su cumplimiento”.


� Artículos 957-1707.


� Con siete reglas (interpretación restrictiva, contextual, significación de las palabras, principio de conservación…), que concluyen con otra general en el proyectado 1068. Expresiones oscuras. Cuando a pesar de las reglas contenidas en los artículos anteriores persisten dudas, si el contrato es a título gratuito se debe interpretar en el sentido menos gravoso para el obligado y, si es a título oneroso, en el sentido que produzca un ajuste equitativo a los intereses de las partes”, al modo del 1289 del Código civil español y desapareciendo cualquier alusión o preferencia por el deudor, como ocurre, para contratos mercantiles, en el artículo 217.8 del aún vigente Código de comercio argentino: “En los casos dudosos, que no puedan resolverse según las bases establecidas, las cláusulas ambiguas deben interpretarse siempre en favor del deudor, o sea en el sentido de liberación”. Desaparece, por completo, la regla de interpretación a favor del deudor. Por la importancia que tiene para comprender el sentido de la norma que recoge el “favor debitoris” que ahora desaparece frente a la regla general del Código civil, vid. M. MOTOS GUIRAO, “La interpretación del contrato mercantil y el artículo 59 del Código de comercio”, RJC, 1955, pp. 42 y ss.


� Cfr. Código civil y comercial de la Nación… cit., pp. 519-530, en las que se contienen los “Fundamentos” relativos al título II.


� Con criterio diferente al seguido por el resto de los países de MERCOSUR, que tienen leyes separadas o del legislador español (Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias: Real Decreto Legislativo 1/2007 de 16 de noviembre de 2007) y, en cierto modo, en un sentido similar al de la reforma de 2002 del Código civil alemán, que incluyó algunas normas. No obstante se modifican en el texto proyectado (legislación complementaria) algunos artículos de la Ley nº 24240 (modificada por la ley nº 26361), Ley de Defensa del Consumidor que, como la de Sociedades, salud mental y otras, continúan formando parte del grupo de Leyes especiales complementarias.


� Vid., por todos, G. STIGLIZ,  “El derecho contractual y la protección del consumidor”,  La Ley, 1990-E, 1048; Protección jurídica del consumidor, Buenos Aires 1990, Reglas para la defensa de los Consumidores y Usuarios, Rosario 1997; G. STIGLIZ y R. STIGLIZ, Derecho y defensa de los consumidores, Rosario 1997; R. STIGLIZ, “Contrato por adhesión a condiciones generales”, La Ley, 1982-B y R. STIGLIZ. y G. STIGLIZ, Derechos y defensa del consumidor, Buenos Aires 1994 y “El control de las cláusulas contractuales predispuestas en el proyecto de Unificación de la legislación civil y comercial”, Revista del Derecho del Consumidor, Rosario 1992. Queremos destacar que ambos autores, referentes mundiales en materia de protección de consumidores y usuarios y del Derecho de contratos, han formado parte del grupo de especialistas que ha colaborado en la redacción del Proyecto.





� Se señala en el texto de “Fundamentos…”, cit., que acompaña el Anteproyecto, lo siguiente: “El Anteproyecto presenta una fractura de tipo general y por lo tanto hay dos partes generales. El sistema funciona más claramente de este modo: Si hay un contrato discrecional, hay plena autonomía privada. Se aplica el Título II, “de los contratos en general”. Si hay un contrato celebrado por adhesión, no hay consentimiento sino adhesión. Se aplica el Título II, capítulo 3, sección 2ª, artículos 984 y siguientes, dedicados a esos vínculos. Si hay un contrato de consumo, se aplica el Título III. En este caso no interesa si hay o no adhesión, ya que el elemento que define la tipicidad son los elementos descriptos en el artículo 1092.”


� Contrato de arrendamiento.


� Existirá este contrato cuando el mandato es sin representación para la venta de cosas muebles.


�Código de comercio argentino. “Artículo 2. Se llama en general comerciante, toda persona que hace profesión de la compra o venta de mercaderías. En particular se llama comerciante, el que compra y hace fabricar mercaderías para vender por mayor o menor. Son también comerciantes los libreros, merceros y tenderos de toda clase que venden mercancías que no han fabricado”. “Artículo 1. La ley declara comerciantes a todos los individuos que, teniendo capacidad legal para contratar, ejercen de cuenta propia actos de comercio, haciendo de ello profesión habitual.”


� Artículo 8 .-“ La ley declara actos de comercio en general: 1.- Toda adquisición a título oneroso de una cosa mueble o de un derecho sobre ella, para lucrar con su enajenación, bien sea en el mismo estado que se adquirió o después de darle otra forma de mayor o menor valor; 2.- La trasmisión a que se refiere el inciso anterior; 3.- Toda operación de cambio, banco, corretaje o remate; 4.- Toda negociación sobre letras de cambio o de plaza, cheques o cualquier otro género de papel endosable o al portador; 5.- Las empresas de fábricas, comisiones, mandatos comerciales, depósitos o transportes de mercaderías o personas por agua o por tierra; 6.- Los seguros y las sociedades anónimas, sea cual fuere su objeto; 7.- Los fletamentos, construcción, compra o venta de buques, aparejos, provisiones y todo lo relativo al comercio marítimo; 8.- Las operaciones de los factores tenedores de libros y otros empleados de los comerciantes, en cuanto concierne al comercio del negociante de quien dependen; 9.- Las convenciones sobre salarios de dependientes y otros empleados de los comerciantes; 10.- Las cartas de crédito, fianzas, prenda y demás accesorios de una operación comercial; 11.- Los demás actos especialmente legislados en este Código.” Recuérdese que la fórmula utilizada por el Código español no es la de citar una relación o catálogo de actos, sino que se consideran actos de comercio “los contenido en este Código y los de naturaleza análoga”. (Art. 2. 2º C. de c. español).





� Tanto la contenida en su Título I, “De los contratos y obligaciones comerciales”, con reglas específicas –y diferentes o especiales- para la prueba o la interpretación, por ejemplo, y con una remisión al Código civil, “aplicable en lo no modificado por este Código (art. 207), como la de cada uno de los contratos que se incluían, como actos de comercio –por estar incluidos en el Código de comercio- y como contratos especiales por mercantiles: mandato y comisión o consignación; compraventa mercantil; fianzas y cartas de crédito; préstamos y réditos; depósito; prenda; cuenta corriente mercantil y cuenta corriente bancaria; títulos cambiarios (letra, factura de comercio, vales, billetes y pagarés), además del contrato de compañía o sociedad (derogado en su regulación del Código por la Ley 1950);  cheques  (derogado por  Ley 4776/63, vigente la Ley 24452)  y Seguro (derogado por la Ley 17418).


� Libro III, derogado por Ley 20094 y Libro IV derogado por Ley 4156 (Ley vigente 24522).


� Barraqueros y administradores de depósitos, acarreadores, porteadores o empresarios de transporte.


� Nuestro interés por esta novedad legislativa, la unificación del Derecho de contratos en el Proyecto de Código civil y comercial de la Nación, fue motivado precisamente por la Conferencia impartida por el magistrado y Profesor, Doctor Sebastián PICASSO, sobre “Regulación de la responsabilidad contractual y extracontractual en el nuevo Código civil de Argentina”, impartida en la Universidad de Granada, 22 de julio de 2012, en el marco de las actividades del Proyecto AECID (Convocatoria 2012), dirigido por la UGR y en el Máster Universitario de derecho de los Negocios de la misma Universidad que nos facilitó el texto del nuevo anteproyecto. El Dr. PICASSO forma parte del grupo de juristas que ha colaborado en la preparación del mismo


� En los artículos 1815 a 1881 se contienen las disposiciones generales sobre estos títulos y el régimen concreto de los cartulares, los al portador, los a la orden, los nominativos (endosables y no endosables) los no cartulares y las reglas para el caso de sustracción, pérdida y destrucción de los mismos y de sus registros.


� Ambos términos pueden emplearse indistintamente y así lo hemos hecho a lo largo de nuestro trabajo. La Comisión de Reformas, con la colaboración de numerosos juristas, ha preparado y entregado a la Presidencia de la República, el objeto de su encargo: un Anteproyecto de Código. El Poder Ejecutivo Nacional –con las rectificaciones y modificaciones pertinentes –algunas de las cuales han sido comentadas- lo ha convertido en Proyecto y remitido al Legislativo. Ambos términos, Anteproyecto y Proyecto, aunque referidos a un mismo texto (con mínimas variaciones) en uno u otro momento, creemos que pueden ser usados, como se hace en la publicación de referencia Código civil y comercial…. Cit.


� Y que son puestos de relieve orgullosamente en los Fundamentos del mismo.


� Por eso aparece en su articulado la referencia a la mujer, al niño, al consumidor, pues tampoco puede existir discriminación alguna basada en la riqueza, por ejemplo.


� Cfr. “Aspectos valorativos” Código civil y comercial…, cit., pp. 440 y ss., donde se desarrollan cada uno de los principios recogidos.


� Vid. La noticia en Diario La Ley, nº 7902, Sección Hoy es Noticia, 16 Julio 2012, año XXXIII, Editorial La ley. El Ministro, que hizo pública esta información en la entrega del XV Premio Manuel Broseta precisó, en referencia al Código vigente que es un texto “totalmente superado ya en la realidad, no solo por sus planteamientos decimonónicos tan alejados de las exigencias del tráfico económico actual sino también por la proliferación de leyes especiales que, desgajadas del vigente código, dan lugar a una dispersión de la legislación mercantil de efectos ciertamente negativos” y, con respecto al que se está preparando, que “introduce “disposiciones que carecían hasta ahora de regulación legal en nuestro país”, poniendo como ejemplo de ellas la contratación electrónica, en pública subasta y automática y otras que “carecían de regulación por parte de una norma con rango de ley como las comunicaciones electrónicas, los contratos turísticos, los de distribución y los financieros mercantiles”. "La necesidad de asegurar en el ámbito jurídico-privado la unidad de mercado prevista en el artículo 139 de la Constitución aconsejaba que la legislación mercantil aparezca claramente delimitada, como garantía de seguridad jurídica para todos los operadores económicos”, señaló igualmente el Ministro.  Cfr. la noticia en � HYPERLINK "http://www.lamoncloa.gob.es/.../MJU/.../120712_gallardonvalencia.htm" �www.lamoncloa.gob.es/.../MJU/.../120712_gallardonvalencia.htm�. También puede leerse alguna información  al respecto en  www.expansion.com/2012/07/12/juridico/1342104805.html


� En reuniones celebradas desde el 23 de noviembre de 1994 a 28 de mayo de 2008, por parte de la Sección Primera, de Derecho Civil, de la Comisión General de Codificación, presidida por el profesor Díez-Picazo.


� “El texto refundido nace (se precisa textualmente en la Exposición de Motivos)  -y es importante destacarlo- con decidida voluntad de provisionalidad; nace con el deseo de ser superado pronto, convirtiéndose así en un peldaño más de la escala hacia el progreso del Derecho. De un lado, porque no es aventurado afirmar que, en el inmediato futuro, el legislador debe afrontar importantes reformas de la materia, con la revisión de algunas de soluciones legales tradicionales, con la ampliación de la dinámica de los deberes fiduciarios de los administradores, con la más detallada regulación de las sociedades cotizadas y con la creación de un Derecho sustantivo de los grupos de sociedades, confinados hasta ahora en el régimen de las cuentas consolidadas y en esas normas episódicas dispersas por el articulado. De otro lado, porque es aspiración general que la totalidad del Derecho general de las sociedades mercantiles, incluido el aplicable a las sociedades personalistas, se contenga en un cuerpo legal unitario, con superación de la persistente pluralidad legislativa, que el presente texto refundido reduce pero no elimina. En este sentido los trabajos de la Comisión General de Codificación para la elaboración de un Código de las Sociedades Mercantiles o incluso de un nuevo Código Mercantil al servicio de las exigencias de la imprescindible unidad de mercado, habrán de ser valorados por el Gobierno a fin de decidir el tiempo y el modo de tan ambiciosa reforma”. Destacamos el anuncio, en un texto legal, de ese futuro Código mercantil que ahora parece más cercano, al menos teóricamente.


� La Ley 8 de octubre de 1980, del Contrato de Seguro (BOE de 17 de octubre de 1980), deroga los preceptos que ambos Códigos consagraban a este contrato (1791 a 1797 del Código civil y 380 a 437 del Código de comercio).


� De servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico


� El nuevo artículo 1962 del Código civil declara: “El consentimiento se manifiesta por el concurso de la oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa que han de constituir el contrato” y añade dos párrafos, que coinciden literalmente con el 54 del Código de comercio que, con ese contenido, se convierte en un artículo innecesario; de no existir regulación específica en la materia, se aplicaría el Código civil y por ello no es necesario que el de comercio incluya un precepto para decir lo mismo: “Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, habiéndosela remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El contrato, en tal caso, se presume celebrado en el lugar en que se hizo la oferta. En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay consentimiento desde que se manifiesta la aceptación”. Las soluciones que ofrecían los Códigos, antes de la reforma, eran distintas y contrarias: en el Código civil el contrato quedaba perfeccionado desde que el oferente tenía conocimiento de la aceptación y en el de comercio, desde que el aceptante respondiera aceptando la oferta. Hoy día, esa diferencia, que hacía que el campo mercantil el contrato quedara perfeccionado mucho antes que cuando se trataba de un contrato civil, ha desaparecido de la ley.


� Y es por ello que, los estudiantes sobre todo (y, por ello, aunque con menos rigidez todo estudioso e investigador) se encuentran no sólo con dos regulaciones y dos especialidades (y dos programas con el mismo contenido) sino que, como si el Derecho fuese compartimentos estancos, no se puede, ni se debe, pasar de un ámbito de estudio a otro. Creemos, humildemente, que es una oportunidad perdida con una corresponsabilidad general. Permítasenos precisar que en la Facultad de Derecho de Granada, por ejemplo, en el Plan de Estudios de 2000, coexiste una asignatura adscrita al Área de Derecho civil, cuyo contenido exclusivo viene configurado por las obligaciones y contratos civiles (denominada Derecho civil con su numeral) y otra adscrita al Área de Derecho mercantil (denominada Derecho mercantil, con su numeral) que abarca las notas distintivas de las obligaciones y los contratos mercantiles, dándose además la paradoja de que algunos contratos –en leyes especiales- son objeto de estudio en ambas disciplinas precisamente por su carácter (civil o mercantil en la concepción del docente o el científico). ¿Qué ocurriría si existiese una asignatura con denominación “Derecho de obligaciones” o “Derecho de contratos”, en la que se estudiaran los contratos y, como parece necesario,  su doble regulación? En el Plan de Estudios de 2010 (Plan Bolonia) también vigente, ocurre exactamente lo mismo, aunque a ello debe añadirse además la existencia de una asignatura de carácter optativo “Contratación privada” (adscrita al Área-hoy Ámbito- de Derecho civil, sin intervención alguna del Ámbito de Derecho mercantil). Y en los Estudios de Tercer Ciclo se repite la, a nuestro juicio, extraña –al menos- situación, aunque con una adscripción diferente.


� El vigente Código Civil argentino fue tratado a libro cerrado, en un proceso que comenzó con el envío por parte del Ejecutivo el 25 de agosto de 1869 y, luego de pasar por ambas Cámaras, se promulgó el 29 de setiembre del mismo año.


� En España hay un procedimiento en cierto modo análogo, aunque con notables diferencias que es la tramitación a lectura única. Vid. Y. GÓMEZ LUGO, “La tramitación legislativa a lectura única”, InDret, Revista para el Análisis del Derecho, www.indret.com.


� Creo en el debate y mi larga tradición legislativa no me permitiría imponer al Congreso, que no lo aceptaría, una aprobación a libro cerrado", informó la Presidenta de la República en el acto de presentación del  anteproyecto para la reforma del Código Civil y Comercial, acompañada por la totalidad del gabinete, gobernadores, legisladores, organizaciones defensoras de los derechos humanos y miembros de la Corte Suprema de Justicia encabezados por su titular, Ricardo Lorenzetti.�"Tengo fe en que aprobemos este año el nuevo Código Civil y Comercial y no lo haremos con los métodos del siglo XIX que fueron a libro cerrado", 


� Lógicamente también hay opiniones contrarias al texto, aunque fundamentalmente relativas al libro segundo y sus postulados, tanto por parte de la Iglesia como de movimientos religiosos o laicos.


� Y Presidente de la Corte Suprema el muy reconocido privatista, especialista en Derecho de la Contratación y tantas veces citado Dr. R. LORENZETTI.


� Muchos de los cuales han colaborado en este trabajo y así se hace constar en el agradecimiento a los miembros que figuran en la relación que  acompaña el texto que  está formada por la mejor doctrina del país.


� Sí nos parece algo sorprendente las llevadas a cabo en relación con las acciones de clase y las referidas a la responsabilidad del Estado y de los funcionarios públicos, cuestiones ambas que se han desvirtuado en relación con el texto original, aunque aún queda la propia discusión parlamentaria. Por lo que se refiere, en concreto, a la regulación de las sociedades, las modificaciones que el PEN lleva a cabo en el texto proyectado –para la Ley19550 que pasa a denominarse Ley General de Sociedades, sí son numerosas y sustanciales, pues no son admitidas la mayor parte de las propuestas. Sí se ha admitido, sin embargo, la Sociedad Unipersonal, aunque sólo podrán ser de esta clase las sociedades anónimas (y no las de responsabilidad limitada).


� Se prevé, como norma complementaria que acompaña al Proyecto, la constitución en el Honorable Congreso de la Nación, de una Comisión Bicameral formada por, al menos 12 miembros (6 Senadores y 6 Diputados) respetando la proporción de las representaciones políticas, que actuará junto a la Comisión de Reformas, Comisión parlamentaria que tiene como función analizar el Proyecto y aprobarlo, en su caso, ara lo que dispone de un plazo de 90 días, transcurrido el cual el Proyecto quedará en situación de ser tratado en el plenario (aunque no haya merecido la aprobación de la Comisión citada).


� En la “Presentación del proyecto”, en Código civil y comercial…cit., pp. III y ss. cit.,


� Algunos preceptos de este Código, referentes al Derecho de la Navegación se declaran vigentes pero se incorporan a la Ley 20.094.


� Precisa, en este sentido, el artículo 1º proyectado: “Fuentes y aplicación. Los casos que este Código rige deben ser resueltos según las leyes que resulten aplicables. La interpretación debe ser conforme con la Constitución Nacional y los tratados en los que la República sea parte. A tal fin se tendrá en cuenta la jurisprudencia en consonancia con las circunstancias del caso. Los usos, prácticas y costumbres son vinculantes, cuando las leyes o los interesados se refieren a ellos o en situaciones no regladas legalmente, siempre que no sean contrarios a derecho”.


� Como aquella comisión especial, "compuesta de magistrados y jurisconsultos, y de personas versadas en las prácticas y usos mercantiles" que nombró el Rey Fernando VII. El autor del primer Código de comercio español fue el gran jurista andaluz Don Pedro Saínz de Andino.





